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Civil. Núm.  
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Por: 
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Panel integrado por su presidenta, la Juez Gómez 

Córdova, la Jueza Grana Martínez y el Juez Bonilla 

Ortiz. 

 

Bonilla Ortiz, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 9 de agosto de 2016. 

Comparece el Sr. Jorge Cuevas Atiles mediante un 

recurso de apelación presentado el 14 de abril de 2016 

en el que solicitó la revisión de una sentencia que le 

impuso seis meses de probatoria y una pena especial de 

cien dólares ($100.00) por infracción al artículo 178 

del Código Penal. 

Por los fundamentos que se exponen a continuación, 

DESESTIMAMOS el presente recurso por falta de 

jurisdicción, ante la falta de notificación a la Oficina 

de la Procuradora General. 

I. 

A continuación reseñamos brevemente los hechos 

procesales relevantes que sirven de fundamento para 

nuestra decisión. 

Por hechos ocurridos el 17 de febrero de 2015, se 

presentó una denuncia contra el apelante Jorge Cuevas 

Atiles por infracción a los artículos 177 y 178 del 

Código Penal. 
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El 17 de febrero de 2016, el tribunal de primera 

de instancia absolvió al apelante del artículo 177 y 

lo condenó a seis meses de probatoria y al pago de una 

pena especial de cien dólares ($100.00) por infracción 

al artículo 178 del Código Penal. La sentencia se 

notificó el 23 de febrero de 2016. 

El 3 de marzo de 2016, el apelante presentó una 

moción de reconsideración. Mediante Resolución emitida 

el 10 de marzo de 2016 y notificada el 15 de marzo de 

2016, el tribunal de primera instancia declaró no ha 

lugar la moción de reconsideración. 

Inconforme, el apelante presentó el recurso de 

apelación que nos ocupa el 14 de abril de 2016.
1
 En el 

mismo, certificó que envió copia fiel y exacta del 

recurso de apelación al Fiscal de Distrito de Carolina 

mediante “priority mail”. 

Posteriormente, el 13 de mayo de 2016, la Oficina 

de la Procuradora General presentó una Solicitud de 

Desestimación en la que alegó que el apelante 

incumplió con el requisito de notificarle el recurso 

de apelación y por consiguiente, este tribunal carece 

de jurisdicción para atender el mismo. 

El apelante presentó una Oposición a Moción de 

Desestimación en la que alegó que notificó a la 

Oficina de la Procuradora General el recurso de 

apelación el mismo día de su presentación. Sin 

embargo, no presentó evidencia de la notificación 

                                                 
1 El apelante señaló los siguientes errores: 

A. ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, SALA 

DE CAROLINA, AL DAR CREDIBILIDAD A UN TESTIGO BASADO EN 

HECHOS SOBRE LOS CUALES NO SE PASÓ PRUEBA Y/O TESTIMONIO. 

B. ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, SALA 

DE CAROLINA, AL ENCONTRAR CULPABLE DEL ARTÍCULO 178 DEL 

CÓDIGO PENAL AL ACUSADO SIN PROBARSE LOS ELEMENTOS DEL 

DELITO. 

C. ERRÓ EL HONORABLE TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA, SALA 

DE CAROLINA, AL IMPONER UNA PENA TAN ONEROSA. 
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realizada ya que la misma, según alegó el apelante, se 

envió por correo regular en horas de la tarde cuando 

el correo estaba cerrado.  

Evaluadas las mociones presentadas, disponemos de 

la controversia de autos. 

II. 

-A- 

El Tribunal Supremo define el concepto de 

“jurisdicción” como “el poder o autoridad de un tribunal 

para considerar y decidir casos o controversias”.  S.L.G. 

Solá-Moreno v. Bengoa Becerra, 182 DPR 675, 682 (2011); 

Gearheart v. Haskell, 87 DPR 57, 61 (1963). Las 

cuestiones jurisdiccionales son privilegiadas, por lo que 

deben ser resueltas con preferencia; más aún, cuando 

tenemos el deber ineludible de examinar prioritariamente 

nuestra jurisdicción.  González v. Mayagüez Resort & 

Casino, 176 DPR 848, 856 (2009).  

Si el tribunal carece de jurisdicción, el único 

curso de acción posible es así declararlo, sin necesidad 

de discutir los méritos del recurso en cuestión.  

González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR, a la pág. 

856.  De no hacerlo, la determinación sería nula, por lo 

que carecería de eficacia.  Morán v. Martí, 165 DPR 356, 

364 (2005), citando a Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 

537 (1991). 

A nivel apelativo, el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, faculta a este foro a 

desestimar motu proprio un recurso apelativo si se 

satisface alguno de los criterios contenidos en la Regla 

83, 4 LPRA Ap. XXII-B R.83. La referida regla dispone, en 

lo pertinente, lo siguiente: 

[…] 
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(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 

momento la  desestimación de un recurso por 

los motivos siguientes:  

 

(1)   que el Tribunal de Apelaciones carece de 
jurisdicción. 

 

[…] 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 

propia, podrá desestimar un recurso de 

apelación o denegar un auto discrecional por 

cualesquiera de los motivos consignados en el 

inciso (B) de esta Regla. Regla 83 de nuestro 

Reglamento, supra.  (Énfasis suplido). Véase, 

además, Plan de Salud Unión v. Seaboard Sur. 

Co., 182 DPR 714 (2011) y Dávila Pollock et 

als. V. R.F. Mortgage, 182 DPR 86 (2011). 

 

-B- 

La Ley Núm. 201-2003, según enmendada, mejor 

conocida como la “Ley de la Judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 2003”, en su Art. 4.006 (a) 

dispone que el Tribunal de Apelaciones conocerá, mediante 

recurso de apelación, de toda sentencia final dictada por 

el Tribunal de Primera Instancia. De conformidad con 

ello, la Regla 23 del Reglamento de este Tribunal (4 LPRA 

Ap. XXII-B) concede un término jurisdiccional de 30 días 

siguientes a la fecha en que la sentencia haya sido 

dictada para presentar el recurso de apelación criminal. 

De igual modo dispone la Regla 194 de Procedimiento 

Criminal. (34 LPRA Ap. II).   

 Sobre el deber de notificar a las partes la 

presentación de un recurso de apelación criminal, la 

Regla 23(B) de nuestro Reglamento, supra, establece, en 

lo pertinente, lo siguiente:  

[…] 

(B) Notificación de la apelación  

 

La notificación de la presentación del escrito de 

apelación al(a la) Fiscal de Distrito y al 

Procurador(a) General, se efectuará mediante entrega 

personal, o por correo certificado con acuse de 

recibo o mediante un servicio similar de entrega por 

compañía privada con acuse de recibo, dentro del 

término de treinta (30) días dispuesto para la 
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presentación del recurso, siendo éste un término de 

cumplimiento estricto.  

La fecha y hora de depósito en el correo, o de 

envío por correo certificado o por servicio similar 

de entrega con acuse de recibo, se tomará como la 

fecha y hora de la notificación.  

La notificación podrá efectuarse por los otros 

medios, en la forma y bajo los requisitos dispuestos 

en la Regla 13(B) de este Reglamento. (Énfasis 

suplido) Véase también la Regla 194 de 

Procedimiento Criminal, supra. 

 

 Igualmente, la Regla 194 de Procedimiento 

Criminal, 34 LPRA Ap. II, establece el procedimiento 

para formalizar un recurso de apelación o certiorari 

en un caso criminal. La referida regla dispone, en lo 

pertinente, en lo pertinente, que “[e]l apelante o 

peticionario deberá notificar al fiscal y al 

Procurador General la presentación del escrito de 

apelación o de certiorari dentro del término para 

presentar tales recursos”.  (Énfasis suplido). 34 LPRA 

Ap. II, R. 194.   

De otra parte, la Regla 12.1 del Reglamento de este 

foro, supra, establece lo siguiente:  

Las disposiciones sobre los requisitos de 

notificación a las partes y al Tribunal y los 

de forma dispuestos en el Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones de 1996, en las Reglas 

de Procedimiento Civil, en las Reglas de 

Procedimiento Criminal para los recursos de 

apelación, certiorari y de revisión judicial, 

deberán interpretarse de forma que se reduzcan 

al mínimo las desestimaciones de los 

recursos.  Por causa debidamente justificada, 

deberá el Tribunal de Apelaciones proveer 

oportunidad razonable para la corrección de 

defectos de forma o de notificación que no 

afecten los derechos de las partes.   

 

El Tribunal Supremo reiteró en Soto Pino v. Uno 

Radio Group, 189 DPR 84, 90 (2013) que “las normas que 

rigen el perfeccionamiento de todos los recursos 

apelativos deben observarse rigurosamente”.  Véase, 

además, Rojas v. Axtmayer Ent., Inc., 150 DPR 560, 564 

(2000).  (Énfasis suplido).  Es por ello que, al 

solicitar la revisión de las decisiones de los foros 
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primarios, la parte promovente es responsable del 

cumplimiento fiel y exacto de las disposiciones 

reglamentarias del Tribunal Supremo y de este foro, según 

aplique.  Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR, a la 

pág. 90. En el contexto de la Regla 13(B)(1) de nuestro 

Reglamento, el Tribunal Supremo manifestó en Soto Pino, 

189 DPR, supra, a la pág. 92, que si bien los términos de 

cumplimiento estricto pueden ser prorrogados por los 

tribunales, es necesario que la parte promovente acredite 

“justa causa”; es decir, las razones que le impiden 

cumplir el requisito en el término reglamentario 

dispuesto.  Asimismo, sobre lo que constituye justa 

causa, el Alto Foro expresó que ello se acredita con 

explicaciones concretas y particulares, debidamente 

evidenciadas, y no con planteamientos estereotipados. 

Soto Pino v. Uno Radio Group, 189 DPR, a la pág. 93; 

Febles v. Romar, 159 DPR 714, 720 (2003). 

 

III. 

En el presente caso, el apelante Jorge Cuevas 

Atiles certificó en su recurso de apelación que 

notificó al Fiscal de Distrito de Carolina. Sin 

embargo, no certificó que había notificado el recurso 

a la Oficina de la Procuradora General.  

Posteriormente, la Oficina de la Procuradora 

General presentó una solicitud de desestimación en la 

que manifestó que la parte apelante no le notificó el 

recurso de apelación, incumpliendo así con el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones y con las 

reglas para el perfeccionamiento de los recursos. Por 

su parte, el apelante alegó que había notificado el 

recurso por correo regular el mismo día de su 

presentación pero no presentó evidencia a estos 
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efectos. Manifestó que no posee copia del envío del 

recurso porque el correo estaba cerrado. 

En lo que respecta a las apelaciones criminales, 

el apelante tiene la obligación de notificar el 

recurso de apelación tanto al Fiscal de Distrito como 

a la Oficina de la Procuradora General mediante 

entrega personal o por correo certificado con acuse de 

recibo o mediante un servicio similar de entrega por 

compañía privada con acuse de recibo. Dicha notificación 

debe realizarse dentro del término de treinta (30) días 

dispuesto para la presentación del recurso, siendo éste 

un término de cumplimiento estricto. 

Conforme a lo anterior, el apelante incumplió el 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones y no ha mostrado 

justa causa para su incumplimiento. No ponemos en duda la 

palabra del abogado del apelante, mas era su deber 

presentar prueba –lo cual no ha hecho- del envío a tiempo 

de la referida notificación.  O, en la alternativa, 

demostrar efectivamente que hubo justa causa para la 

notificación tardía. Si en efecto notificó el recurso, lo 

hizo mediante correo regular sin acuse de recibo.
2
 La 

Oficina de la Procuradora General manifiesta que no lo 

                                                 
2 Distinguimos el presente caso de los hechos en el caso de Pérez 

Soto v. Cantera Pérez, 188 DPR 98 (2013). Allí, el peticionario 

notificó a tiempo su recurso a través de un servicio privado de 

correo. El Tribunal Supremo resolvió que el servicio postal 

privado utilizado por el peticionario está ubicado dentro de la 

frase “empresa privada” de la Regla 13 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones. Por lo tanto, el matasellos del servicio 

de correo privado es equivalente al del USPS para propósitos de 

la notificación oportuna del recurso apelativo. 

Igualmente distinguimos el presente caso de ELA v PMC Marketing 

Corp, 163 DPR 478 (2004), allí el ELA presentó una declaración 

jurada en la que indicó que había notificado una moción de 

reconsideración presentada ante DACO a los representantes legales 

de PMC. PMC, a su vez, presentó declaraciones juradas de sus 

representantes legales en las que declararon no haber sido 

notificados de moción de reconsideración alguna ante la agencia. 

El Tribunal Supremo resolvió que el Tribunal de Apelaciones no 

puede asumir jurisdicción sin antes dirimir credibilidad que 

merezcan las partes. En el caso que nos ocupa, se trata de un 

claro incumplimiento con la Regla 23(b) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones puesto que, si en efecto la notificación 

se realizó, la misma no se hizo mediante entrega personal o 

mediante correo certificado con acuse de recibo, tal y como exige 

la referida regla.  
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recibió y por tanto, la notificación fue defectuosa. Por 

todo lo cual, DESESTIMAMOS el presente recurso por falta 

de jurisdicción.  

IV. 

Por los fundamentos anteriormente expuestos, 

DESESTIMAMOS el presente recurso por falta de 

jurisdicción, ante la falta de notificación a la Oficina 

de la Procuradora General. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


